
ECONOMÍA / POLÍTICA

Viernes 17 febrero 2023 23Expansión

150.000 compañías 
se reparten la ayuda  
con CCAA, entes 
locales, centros de 
I+D o universidades 

cesita un reglamento específi-
co. 

L Agencias privadas de em-
pleo. Las agencias privadas y 
públicas de colocación po-
drán colaborar con la Agencia 
Española del Empleo y con 
los servicios correspondien-
tes de las comunidades autó-
nomas. Como los servicios 
públicos, las agencias de colo-
cación no podrán discriminar 
a nadie por razones de edad, 
sexo, discapacidad, salud, 
orientación sexual, identidad 
de género, expresión de géne-
ro, características sexuales, 
nacionalidad, origen racial o 
étnico, religión o creencias, 
opinión política, afiliación 
sindical, así como por razón 
de lengua. 

L La Administración medirá 
la eficacia de las  agencias de 
colocación. El Gobierno ela-
borará un reglamento para 
medir la eficiencia de la activi-
dad de las agencias de coloca-
ción. La comprobación de los 
resultados debe tener en 
cuenta aspectos como el nú-
mero y perfil de las personas 
atendidas; las ofertas de em-
pleo captadas; la reducción de 
las brechas de género entre el 
hombre y la mujer, y las inser-
ciones en el mercado laboral 
conseguidas. Hay que tener 
en cuenta el empleo de fon-
dos públicos en la incentiva-
ción de las agencias de coloca-
ción. Esta disposición incluye 
a las empresas de trabajo tem-
poral. 

L Colectivos prioritarios de 
inserción laboral. Serán los 
jóvenes, especialmente con 
baja cualificación; las perso-
nas con desempleo de larga 
duración, y mayores de 45 
años. También los trabajado-
res de sectores en reestructu-
ración y personas con disca-
pacidad, con capacidad inte-
lectual límite y con trastornos 
del espectro autista. También 
tendrán prioridad las vícti-
mas de violencia de género y 
los adultos con menores. 

M.Valverde. Madrid 
El Congreso aprobó ayer la 
Ley de Empleo, definitiva-
mente, a la que, para entrar en 
vigor, sólo le queda su publi-
cación en el Boletín Oficial del 
Estado. La Cámara Baja apro-
bó las cinco enmiendas pro-
cedentes del Senado por una 
amplia mayoría.  

El Gobierno ha utilizado el 
procedimiento de urgencia 
para la tramitación de la nor-
ma, porque quiere cumplir así 
cuanto antes con una de las 
reformas que le ha pedido la 
Comisión Europea para po-
der enviar a España otra dota-
ción de los fondos europeos. 

La norma reforma las polí-
ticas activas, de apoyo a la 
creación de empleo. Está 
orientada a los grupos de de-
sempleados con mayores difi-
cultades de inserción laboral. 
La ley también introduce un 
obstáculo en el despido colec-
tivo para las empresas, al au-
mentar el papel de la Inspec-
ción de Trabajo en el proceso. 
Además, todas las comunida-
des autónomas deberán pres-
tar la misma atención a los de-
sempleados cualquiera que 
sea su lugar de residencia. Por 
lo tanto, ningún parado podrá 
ser discriminado en las comu-
nidades autónomas con len-
gua cooficial porque sólo ha-
bla español. La norma tam-
bién aumenta la cuantía del 
salario mínimo interprofesio-
nal que es inembargable ante 
el pago de una deuda. En defi-
nitiva, sus puntos más impor-
tantes son los siguientes: 

L Informe de la Inspección 
de Trabajo sobre el despido 
colectivo. A partir de la entra-
da en vigor de la ley el informe 
preceptivo de la Inspección 
de Trabajo en el despido co-
lectivo deberá pronunciarse 
sobre las causas específicas 
que alegue la empresa para 
justificar un despido colecti-
vo. Es decir, si hay causas eco-
nómicas, tecnológicas, orga-
nizativas, de producción o de 
fuerza mayor. Por lo tanto, la 
empresa está obligada a apor-
tar la documentación necesa-
ria a la autoridad laboral para 
demostrar que el despido está 
motivado. Hasta ahora, la Ins-
pección de Trabajo sólo debía 
asegurarse de que el empre-
sario había cumplido con los 
plazos de la información a los 

El Congreso autoriza a la Inspección 
a intervenir en el despido colectivo
LA CAMARA BAJA APRUEBA LA LEY DE EMPLEO/ El Gobierno sube la cuantía del SMI que no se puede embargar 
al deudor. Las autonomías con lengua cooficial no podrán discriminar a nadie por hablar sólo español.

El Ejecutivo 
retiene la gestión 
de las prestaciones 
por desempleo 
en toda España

Yolanda Díaz, vicepresidenta segunda y ministra de Trabajo, ayer, en el Congreso de los Diputados.
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representantes de los trabaja-
dores. El precepto no supone 
restaurar la autorización ad-
ministrativa del despido, que 
había antes de la reforma la-
boral de 2012, la del Gobierno 
del PP. Pero sí supone la crea-
ción de un obstáculo nuevo 
para el empresario, que antes 
no existía, para aumentar la 
protección de los trabajado-
res. Por ejemplo, si no hay 
acuerdo con la empresa, pue-
de tener mucho peso ante el 
juez el informe de la Inspec-
ción sobre las causas del des-
pido. Esta medida es una de 
las razones del enfrentamien-
to entre la patronal CEOE y el 
Gobierno. 

L Sube el Salario Mínimo In-
terprofesional inembarga-
ble. Se eleva la cuantía del Sa-
lario Mínimo Interprofesio-
nal que no se puede embargar 
al deudor que esté en vías de 
apremio judicial o adminis-
trativo. En primer lugar, es  
inembargable la cuantía anual 
de la renta que se produce en 
catorce pagas; no en doce. Por 
ejemplo, este año será de 
15.120 euros, que es el resulta-
do de multiplicar 1.080 por 14 
pagas. A su vez, esto significa 
que el embargo de la renta del 
deudor en un mes no puede 
superar los 1.260 euros. Es de-
cir, el resultado de dividir 
15.120 euros entre doce me-

ses. Hasta ahora, la cantidad 
inembargable en un mes hu-
biera sido de 1.080 euros. Esta 
enmienda también significa 
que no se podrá embargar 
una pensión hasta una cuan-
tía inferior a la reseñada. Y lo 
mismo ocurrirá con una 
cuenta corriente, si el propie-
tario no tiene otro medio de 
vida. 

L Las autonomías con len-
gua cooficial no podrán 
marginar al parado que sólo 
hable español. La Ley de Em-
pleo regula que los servicios 
públicos de Cataluña, la Co-
munidad Valenciana, Galicia, 
Islas Baleares y País Vasco no 
podrán discriminar a los de-
sempleados que sólo hablen 
español. Tanto sin son nacio-
nales, como si son extranjeros 
que sólo hablan el español. Ni 
tampoco podrán hacerlo los 
servicios de empleo de los 
ayuntamientos ni las empre-
sas públicas y privadas de co-
locación. Al menos, de éstas, 
las que reciban dinero de la 
administración laboral para 
ayudar en el colocación de de-
sempleados. El derecho a ser 
atendido en español en todo 
el país, o en la lengua cooficial 
en las respectivas comunida-
des, forma parte de “los prin-
cipios rectores de la política 
de empleo”. Es un hecho que 
el uso exclusivo del español se 

ha convertido en un proble-
ma para encontrar trabajo en 
las comunidades autónomas 
con lengua propia. En todas 
ellas, además, gobierna el 
PSOE o apoya al Gobierno na-
cionalista correspondiente. 
Además de por hablar sólo es-
pañol, los servicios públicos 
de empleo no podrán discri-
minar a nadie  por cumplir los 
derechos fundamentales de la 
persona, reconocidos en la 
Constitución: raza, religión,  
ideología, afiliación sindical o 
discapacidad, entre otros. 

L Agencia Española del Em-
pleo. Es la entidad que susti-
tuirá al actual SEPE, que sig-
nifica Servicio Estatal Público 
de Empleo.  También hereda-
rá la coordinación de las polí-
ticas activas –de apoyo a la 
ocupación– con las comuni-
dades autonómicas. Y, por su-
puesto, mantendrá la gestión  
de las prestaciones por de-
sempleo. Entre otras funcio-
nes, la agencia también man-
tendrá la gestión de todos los 
programas de empleo, que 
tengan carácter nacional, y 
también las medidas que 
afecten a la protección por de-
sempleo. Así como la recep-
ción y gestión de fondos co-
munitarios. Es muy posible 
que la agencia no entre en 
funcionamiento hasta la pró-
xima legislatura, porque ne-

el pago se acuerde al término 
del proyecto. Es decir, que la 
economía se mueve aunque el 
desembolso se haga esperar.  

Pese a todo, desde empresa-
rios a supervisores, incluyen-
do al Banco de España o la Au-
toridad Independientes de 
Responsabilidad Fiscal (Airef) 
vienen exigiendo más transpa-
rencia al Gobierno en torno al 
volumen concreto de fondos 
que ya han sido inyectados a la 
economía real. Según ha podi-
do confirmar este diario, los 
“pagos realizados” con fondos 
europeos registrados por el 
Gobierno ascienden a cierre 
de 2022 a 22.275,03 millones 
de euros, el 19% de los fondos 
presupuestados (a un ritmo de 
11.000 millones cada año).  

A partir de ahí, los datos de 
convocatorias de subvencio-
nes y licitaciones resueltas in-
dican que 150.000 empresas 
han sido destinatarias de 
10.000 millones (a una medida 
de 66.700 euros cada una); 
mientras que 5.960 entidades 
locales habrían logrado 4.900 
millones; las comunidades au-
tónomas, otros 2.600  millo-
nes; los centros de I+D+i (in-
cluyendo universidades, cen-
tros educativos, tecnológicos y 
de investigación) asumen 
otros 2.100 millones; 27.000 
personas físicas reciben 350 
millones; y el resto se reparte 
entre otros organismos públi-
cos.   

De momento, la Adminis-
tración General del Estado es 
responsable de la ejecución de 
ocho de cada 10 euros conce-
didos. Las comunidades autó-
nomas, por su parte, han reci-
bido ya 20.628 millones en 
transferencias del Estado, pe-
ro solo han resuelto convoca-
torias por 4.100 millones. El 
Gobierno asevera que colabo-
ra con las autonomías para 
acelerar el ritmo de ejecución, 
mientras celebra haber autori-
zado el uso de 9.188 millones 
en enero de 2023, lo que supo-
ne un 32% de todo lo presu-
puestado para el año.  

Calviño, por su parte, cele-
bró que España se dirija a lide-
rar el crecimiento económico 
de la zona euro tras encadenar 
dos años de avances del 5,5% 
del PIB y aumentos del em-
pleo, una evolución  que “no se 
entiende sin el Plan de Recu-
peración”. Según sus cálculos, 
el Plan aportará al PIB “2,6 
puntos porcentuales de media 
al año en la década 2021 a 
2031”, llegando a 3 puntos tras 
sumar la adenda. 
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